A LA MESA DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

Al amparo de lo establecido en el Reglamento de la Cámara, el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida - Iniciativa per Catalunya Verds, presenta las siguientes enmiendas parciales al Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero, de regulación de las hipotecas inversas y el seguro de dependencia y por la que se establece determinada norma tributaria (Expte. 121/000127).

Palacio del Congreso de los Diputados
Madrid, 10 de abril de 2007
Fdo. Angel Pérez Martínez.  


Fdo. Joan Herrera Torres.

Diputado Gr.P. IU-ICV    


Portavoz Gr.P. IU-ICV
ENMIENDA

De adición

Al artículo 1

Se añade un nuevo apartado en el artículo 1 con el siguiente redactado:

“1 pre (nuevo). Se introduce una nueva letra n’ en el artículo 4 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las entidades de crédito, que tendrá el siguiente tenor literal:
n’. El incumplimiento de la observancia de por parte de las entidades financieras de las normas de sobreendeudamiento contenidas en la Sección IV bis en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario.”
MOTIVACIÓN:

En otra enmienda se propone una modificación en la Ley 2/1981 para limitar el sobreendeudamiento familiar y aquí se introduce una nueva infracción muy grave en el régimen disciplinario de las entidades de crédito (lo que puede suponer la amonestación pública de la entidad, una multa de hasta el 1% de los recursos propios de la entidad financiera o la revocación de la autorización para operar de la entidad), a los efectos de dotar de garantías legales de cumplimiento a las obligaciones en materia de sobreendeudamiento.

ENMIENDA

De adición

Al artículo 1

Se añade un nuevo apartado en el artículo 1 con el siguiente redactado:

“2 bis (nuevo). Se introduce un nuevo número en el artículo 48 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las entidades de crédito, que tendrá el siguiente tenor literal:
2 bis. Las disposiciones contenidas en esta Ley y en las demás disposiciones legales o reglamentarias relativas a la transparencia e información en la contratación de préstamos y créditos hipotecarios serán de obligado cumplimiento en todas las operaciones que tengan como objeto la adquisición de viviendas, sea cual sea su importe.”

MOTIVACIÓN:

No debe existir límite cuantitativo, como actualmente existe mediante una orden o reglamento, al deber de transparencia e información en todas las operaciones hipotecarias.
ENMIENDA
De adición

Al artículo 2, apartado 3
Al final del primer párrafo del artículo 5 del apartado 3 del artículo 2, después de una coma, se añade la expresión:

“, excepto la limitación de reserva de usufructo o derecho de uso y habitación a favor del titular de la vivienda que suscriba una hipoteca inversa.” 
MOTIVACIÓN:

La excepción se propone en coherencia con la modificación que realizamos en otra enmienda para regular la hipoteca inversa, a fin de evitar que las personas que la suscriban puedan verse privadas de su vivienda habitual.
ENMIENDA
De adición

Al artículo 2, apartado 3
El segundo inciso del número 2 del artículo 5 del apartado 3 del artículo 2 queda redactado en los siguientes términos:

“En todo caso se podrá alcanzar el 100% del valor del bien hipotecado a los préstamos y créditos garantizados con hipoteca sobre viviendas sujetas a un régimen de protección pública siempre que dicho valor venga establecido por módulos o precios determinados en los correspondientes planes de acceso a la vivienda.”
MOTIVACIÓN:

Facilitar el acceso a la vivienda de los sectores sociales más desfavorecidos que reúnan las condiciones para acceder a una vivienda de protección pública, al no existir riesgo de sobre-financiación ni de encarecimiento de la vivienda en los casos donde el precio viene determinado de forma obligatoria por la aplicación de módulos o precios de venta fijados en los respectivos planes de acceso a la vivienda.
ENMIENDA
De adición

Al artículo 2

Se añade un nuevo apartado con el siguiente redactado:

“3 bis (nuevo). Se introduce un nuevo artículo en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario, con el siguiente tenor:
Artículo 5 bis (nuevo). 

En las escrituras de préstamo hipotecario en las que más del sesenta por ciento de su importe se destine a la cancelación de préstamos hipotecarios de otras entidades se hará constar expresamente que la entidad prestamista ha informado al prestatario de la posibilidad de realizar el procedimiento de subrogación sobre el préstamo previo y sobre el coste fiscal de las operaciones alternativas, debiendo constar la renuncia del interesado a acogerse a tal posibilidad.”
MOTIVACIÓN:

Facilitar las subrogaciones dado que, a pesar de la posibilidad de subrogación de la Ley, lo cierto es que no se producen muchas porque algunas entidades no informan a los ciudadanos de esta posibilidad, lo que supone un incremento de costes para el deudor.
ENMIENDA
De supresión

Al artículo 2

Se suprime el apartado 7 del artículo 2.

MOTIVACIÓN:

En primer lugar, en cuanto a las referencias que hace el apartado 7 al artículo 1923.3º del Código Civil, ahora mismo se encuentra en tramitación parlamentaria un proyecto de Ley de concurrencia y prelación de créditos en caso de ejecuciones singulares donde, entre otros, se modifica el contenido del artículo 1923 del Código Civil y se suprime el apartado tercero. Así, de aprobarse el proyecto el artículo 1923 del Código Civil se referirá a las preferencias entre créditos respecto a buques, y parece procedente tratar esa materia en dicho proyecto y no aquí.

En segundo lugar, el párrafo segundo no tiene sentido por dos motivos. Por motivos técnicos, porque el artículo 89 de la Ley Concursal es taxativo de tal forma que sólo se reconocen los privilegios establecidos en dicha Ley y es discutible un privilegio reconocido en Ley distinta. Por motivos de fondo, porque no se especifica sobre qué tienen ese privilegio especial que se les atribuye y porque no tiene sentido garantizar así intereses de las cédulas, que en las hipotecas ordinarias se subordinan, salvo en lo que alcance hasta la respectiva garantía (artículo 93.3 de la Ley Concursal). Esta cuestión es importante porque sustrae de la masa activa del concurso dichas hipotecas.
Por último, en el párrafo tercero, se da prioridad al pago de estos créditos e intereses (durante el concurso) sobre los créditos de los trabajadores por despidos o extinción de contratos de trabajo (que están en el artículo 84.5º de la Ley Concursal, mientras que este pago se reconoce en el artículo 84.2 de la Ley Concursal, como si fueran gastos y costas judiciales).
ENMIENDA
De modificación

Al artículo 6

El artículo 6 queda redactado en los siguientes términos:
“Artículo 6. Ámbito de aplicación.

El presente capítulo será de aplicación a los contratos de crédito o préstamo hipotecario cualquiera que sea la fecha de su formalización y aunque no conste en los mismos la posibilidad de amortización anticipada. En dichos contratos de crédito o préstamo hipotecario no podrá cobrarse comisión por amortización anticipada total o parcial. En cualquier caso, la entidad estará obligada a expedir la documentación bancaria que acredite el pago del préstamo sin cobrar ninguna comisión por ello.”
MOTIVACIÓN:

Se propone que la Ley sea aplicable a todos los préstamos que se cancelen a partir de su entrada en vigor. Además, se intenta evitar una práctica que se sigue por algunas entidades bancarias, como es el cobrar por emitir el certificado de cancelación. Una práctica inadecuada e injustificada que encarece las operaciones de cancelación.
ENMIENDA
De modificación

Al artículo 7

En todo el artículo 7, la expresión “0,5 por 100 del capital amortizado anticipadamente” se sustituye por la expresión “0,1 por 100 del capital amortizado anticipadamente”.

MOTIVACIÓN:

La comisión por estas operaciones que tienden a dar flexibilidad y competitividad al mercado hipotecario a favor de los deudores, por razones de interés social y para evitar insolvencias, ha de tener un carácter simbólico y facilitador a favor de los consumidores y usuarios. La elevada cuantía que en promedio tienen los préstamos actuales ya es una base suficiente para que el porcentaje del 0,1% que se propone compense adecuadamente a las entidades financieras. Además, el desistimiento suele producirse en las fases finales de la amortización de los préstamos y créditos hipotecarios, donde la mayor parte de la cuota corresponde al capital y en menor medida a los intereses que retribuyen a la entidad acreedora.
ENMIENDA
De modificación

Al artículo 8

En el apartado 1 del artículo 8 la expresión “o bien que fueran a llegar a vencimiento en un período igual o inferior a un año” se sustituye por la expresión “o bien que fueran a llegar a vencimiento en un período igual o inferior a cinco años”.

MOTIVACIÓN:

El desistimiento suele producirse en las fases o términos finales de la amortización de los préstamos y créditos hipotecarios, donde la mayor parte de la cuota corresponde a capital y en menor medida a los intereses que retribuyen a la entidad acreedora.
ENMIENDA
De modificación

Al artículo 10

El segundo párrafo del apartado 1 del artículo 10 queda redactado en los siguientes términos:

“Las cláusulas de vencimiento anticipado y demás financieras de las operaciones garantizadas por hipoteca a favor de las entidades a las que se refiere el artículo 2 de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario, en caso de calificación registral favorable de las cláusulas de trascendencia real, se harán constar en el asiento en los términos que resultan de la escritura de formalización en tanto no sean contrarias a normas imperativas o prohibitivas.”
MOTIVACIÓN.

Dotar al Registro de la Propiedad, de carácter público, de mayor transparencia. Las cláusulas de las hipotecas no sólo interesan al prestamista y prestatario, sino a todos los terceros y especialmente a la Administración. Por ello, no pueden quedar ocultas. No es suficiente con conocer la cuantía del crédito y sus intereses. También son importantes sus condiciones.
ENMIENDA
De adición

Al artículo 10

Se añade un nuevo apartado en el artículo 10 con el siguiente redactado:

2 bis (nuevo). Se da nueva redacción al número 10 del artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946, en los siguientes términos:

“10. Si no hubiere postura admisible en la primera subasta, el acreedor podrá pedir, dentro del término de cinco días, la adjudicación de la finca o fincas en pago de su crédito por el tipo de aquella, aceptando la subsistencia de las cargas anteriores y las preferentes, si las hubiere, y subrogándose en la obligación de satisfacerlas. Cuando el objeto de la subasta sea una vivienda de protección oficial el tipo de la adjudicación nunca podrá superar el del valor legal de la vivienda protegida, que deberá destinarse necesariamente a satisfacer la necesidad de vivienda de una persona física adjudicándose conforme al procedimiento que establezca la normativa reguladora de aplicación.”
MOTIVACIÓN:

Una de las principales características del régimen de viviendas de protección oficial es que la beneficiaria de una vivienda debe ser siempre persona física, y destinarla necesariamente a domicilio habitual y permanente.
El artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946 establece en sus puntos 10 y 11 la posibilidad que tiene la entidad acreedora de pedir para sí la adjudicación de la finca, tanto en la primera como en la segunda subasta, cuando no hubiere posturas admisibles. Asimismo, el punto 14 del señalado artículo recoge la facultad de la entidad acreedora demandante de concurrir como postora a todas las subastas.
Esta facultad que tiene la entidad acreedora de concurrir a la subasta y de adjudicarse la finca debe ser compatible, en el caso de las viviendas sometidas a cualquier régimen de protección oficial, con la obligación legal mencionada de titularidad a favor de personas físicas y con el destino de servir como domicilio habitual y permanente de dicha persona física junto con la unidad convivencial de la que forme parte.

Se propone, en consecuencia, la modificación de los puntos 10 (en esta enmienda) y 11 (en otra enmienda) del artículo 131 de la Ley Hipotecaria para hacer compatible la facultad de las entidades acreedoras y el régimen legal de las viviendas de protección oficial en los casos en los que el objeto de la ejecución hipotecaria sea una vivienda sometida a cualquier régimen de protección oficial.
ENMIENDA

De adición

Al artículo 10

Se añade un nuevo apartado en el artículo 10 con el siguiente redactado:

2 tercero (nuevo). Se añade un segundo párrafo en el número 11 del artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946, en los siguientes términos:

“Cuando el objeto de la segunda subasta sea una vivienda de protección oficial el tipo de la adjudicación y el destino de la vivienda serán los señalados en el número anterior para este tipo de viviendas.”

MOTIVACIÓN:

Una de las principales características del régimen de viviendas de protección oficial es que la beneficiaria de una vivienda debe ser siempre persona física, y destinarla necesariamente a domicilio habitual y permanente.
El artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946 establece en sus puntos 10 y 11 la posibilidad que tiene la entidad acreedora de pedir para sí la adjudicación de la finca, tanto en la primera como en la segunda subasta, cuando no hubiere posturas admisibles. Asimismo el punto 14 del señalado artículo recoge la facultad de la entidad acreedora demandante de concurrir como postora a todas las subastas.
Esta facultad que tiene la entidad acreedora de concurrir a la subasta y de adjudicarse la finca debe ser compatible, en el caso de las viviendas sometidas a cualquier régimen de protección oficial, con la obligación legal mencionada de titularidad a favor de personas físicas y con el destino de servir como domicilio habitual y permanente de dicha persona física junto con la unidad convivencial de la que forme parte.

Se propone, en consecuencia, la modificación de los puntos 10 (en otra enmienda) y 11 (en esta enmienda) del artículo 131 de la Ley Hipotecaria para hacer compatible la facultad de las entidades acreedoras y el régimen legal de las viviendas de protección oficial en los casos en los que el objeto de la ejecución hipotecaria sea una vivienda sometida a cualquier régimen de protección oficial.
ENMIENDA
De adición

Al artículo 10

Se añade un nuevo apartado en el artículo 10 con el siguiente redactado:

“2 cuarto (nuevo). Se introduce un nuevo número en el artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946, redactado en los siguientes términos:

17 bis (nuevo). Ejecuciones hipotecarias de viviendas de protección oficial.

Las ejecuciones hipotecarias de viviendas sometidas a cualquier régimen de protección oficial estarán sujetas a las siguientes limitaciones:

1ª. El precio máximo de la enajenación no podrá ser superior al que corresponda a la vivienda en su condición de vivienda de protección oficial o protección pública.

2ª. La adjudicataria de la vivienda objeto de ejecución deberá cumplir todos los requisitos que establezca la legislación de viviendas de protección oficial que resulte de aplicación.
3ª. La Administración Pública competente en razón de la ubicación de la vivienda ejecutada será la que determine, según el procedimiento que tenga establecido para ello, tanto el cumplimiento de los requisitos por la persona beneficiaria como la idoneidad del precio de la enajenación.
4ª. La entidad responsable de la ejecución deberá comunicar a la Administración Pública competente la celebración de la subasta, la completa identificación del bien objeto de subasta, el resultado de la misma y, en su caso, la identidad de la persona adjudicataria y el precio obtenido.”
MOTIVACIÓN:

Una de las principales características del régimen de viviendas de protección oficial es el sometimiento tanto de la vivienda como de sus anejos vinculados (garajes y trasteros) a unos precios que no pueden superar determinados máximos fijados en cada caso por la normativa que les resulte de aplicación.
Junto al precio legal de las viviendas de protección oficial las normativas reguladoras del régimen de viviendas protegidas señalan los requisitos que obligatoriamente deben cumplir las personas beneficiarias de estas viviendas, relativos a sus ingresos, carencia de otra vivienda, empadronamiento y otros.
Es muy frecuente que las personas que adquieren viviendas de protección oficial contraten un préstamo con garantía hipotecaria para hacer frente al pago por la adquisición de la vivienda. Y en algunos casos se producen impagos a la entidad prestadora, que acude al procedimiento de ejecución hipotecaria para resarcirse del pago de la deuda con el precio obtenido en la venta en pública subasta del bien inmueble hipotecado. Dicho procedimiento, regulado en la legislación hipotecaria, establece determinados requisitos para participar en la subasta, pero nada dice del cumplimiento de requisitos específicos del régimen legal de las viviendas de protección oficial para el caso de que el bien subastado sea una vivienda de este tipo. Tampoco señala límites en el precio de la adjudicación, toda vez que el precio lo establece la mejor postura válida de las obtenidas en la subasta.
En consecuencia, sucede que en la mayor parte de los casos la vivienda de protección oficial objeto de ejecución hipotecaria se adjudica a una persona, física o jurídica, que no cumple los requisitos para ser beneficiaria y por un precio que supera el máximo legal de la misma, lo que contraviene gravemente la normativa reguladora de las viviendas protegidas.
Si tenemos en cuenta que las actuaciones en materia de vivienda de protección oficial tienen como finalidad dar cumplimiento al mandato constitucional de garantizar el derecho de todos los españoles al disfrute de una vivienda digna, en una situación en la que muchas personas tienen claras dificultades, cuando no la total imposibilidad,  para acceder a una vivienda, como consecuencia de los precios de este bien de primera necesidad, y si consideramos que las Administraciones Públicas destinan importantes cantidades de dinero de sus presupuestos para hacer frente al problema de la necesidad de vivienda, nos encontramos ante un conflicto entre el interés general, el del cumplimiento estricto y en todos los casos de la normativa reguladora de la vivienda de protección oficial, y el interés particular del deudor que quiere obtener el máximo beneficio en la venta de su vivienda ejecutada y que, incluso, podría llegar a provocar la ejecución, dejando de pagar el préstamo, para obtener un precio por su vivienda superior al legal, en claro fraude de la legislación de viviendas de protección oficial. 

Dicho conflicto de intereses debe resolverse siempre haciendo primar el interés general, lo que requiere de una legislación que ponga límites a las ejecuciones hipotecarias de viviendas de protección oficial. Se propone, en consecuencia, la modificación del artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946.
ENMIENDA
De adición

Al artículo 10

Se añade un nuevo apartado en el artículo 10 con el siguiente redactado:

“2 quinto (nuevo). Se introduce un nuevo número en el artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946, redactado en los siguientes términos:

17 tercero (nuevo). 

Cuando el bien objeto de demanda de ejecución hipotecaria sea una vivienda que sirva de domicilio único, habitual y permanente a una persona física o a ésta y a su correspondiente unidad convivencial, el titular o titulares de la vivienda embargada podrán solicitar al juez que en lugar de ordenar la subasta del bien ordene un acuerdo entre acreedor y deudor en aquellos supuestos en los que se acredite por parte del deudor que el impago obedece a causas de deterioro transitorio en su situación económica, tales como desempleo, quiebra del negocio y otras. Dicho acuerdo podrá ser asistido por persona mediadora cuando exista un servicio público de mediación de vivienda o propuesto por el propio juez cuando las partes no lleguen a acuerdo por sí mismas y en él se podrá determinar el aplazamiento de la deuda, su fraccionamiento o cualesquiera otras soluciones que permitan conjugar el interés del acreedor y la necesidad del deudor de poder seguir habitando en su vivienda en tanto esté en situación de hacer frente a sus obligaciones.”

MOTIVACIÓN:

En casi todos los países europeos se están adoptando medidas para evitar que los impagos de los préstamos hipotecarios sobre viviendas que obedecen a situaciones de empobrecimiento transitorio de las familias devengan en el embargo y ejecución patrimonial de dichas viviendas, con el consiguiente empeoramiento, hasta límites de auténtica dependencia y en casos exclusión social, de las familias deudoras.
Por ello es conveniente modificar el procedimiento que establece la legislación hipotecaria dando entrada a la posibilidad de acordar medidas que impidan la ejecución de viviendas hipotecadas en determinados supuestos.

ENMIENDA
De modificación

Al artículo 10

El segundo inciso del apartado 3 del artículo 10 queda redactado en los siguientes términos:

“La cesión de la titularidad de la hipoteca que garantice un crédito o préstamo deberá hacerse en escritura pública e inscribirse en el Registro de la Propiedad, y el cesionario deberá notificar al deudor hipotecario la cesión del crédito o préstamo en el plazo que se establezca reglamentariamente.”
MOTIVACIÓN:

Para evitar dudas interpretativas y en protección del deudor, se propone explicitar que el cesionario debe notificar esa circunstancia al deudor.
ENMIENDA
De supresión

Al artículo 10

Se suprime el apartado 4 del artículo 10

MOTIVACIÓN:

El proyecto de Ley justifica la introducción de la ampliación de la figura de la hipoteca de “máximo” en garantía de toda clase de obligaciones presentes o futuras sin necesidad de pacto novatorio, en la aparente necesidad de “flexibilizar” el mercado. En la práctica, la extensión de la hipoteca de máximo, también conocida como “hipoteca recargable” dedicada a garantizar todo tipo de deudas personales y familiares, supondrá un fomento del endeudamiento familiar con incremento del riesgo cierto de perder la vivienda habitual. No parece razonable que la garantía hipotecaria sobre la vivienda se desplace al crédito al consumo cuando existe la experiencia de otros países, como es el caso de Estados Unidos, donde dicha figura ha disparado los problemas de morosidad y provocado quiebras de varias entidades de crédito. La posibilidad de que las entidades bancarias y de crédito puedan cubrir con garantía hipotecaria sus operaciones de crédito al consumo, incluso posteriores en el tiempo a otros acreedores, supondrá convertir a dichas entidades en unos privilegiados absolutos ante otros acreedores. De otra parte, esta figura provocará la imposibilidad de que los acreedores puedan acudir a otras entidades bancarias.
ENMIENDA
De supresión

Al artículo 11

Se suprime el apartado 2 del artículo 11
MOTIVACIÓN:

Es un precepto profundamente reaccionario y antisocial porque se establece un privilegio injustificado que hace prácticamente imposible impugnar actos presuntamente fraudulentos, que pueden perjudicar a los demás acreedores indefensos, no bastando para evitar ese perjuicio la genérica referencia a los derechos del tercero de buena fe. No se entiende por qué las hipotecas deben tener mejor tratamiento que otras garantías. Se rompe el principio de igualdad que preside la Ley Concursal.
ENMIENDA
De supresión

Al artículo 11

Se suprime el apartado 3 del artículo 11

MOTIVACIÓN:

En coherencia con la supresión propuesta sobre la nueva redacción del artículo 10 al ser un precepto profundamente reaccionario y antisocial porque se establece un privilegio injustificado que hace prácticamente imposible impugnar actos presuntamente fraudulentos, que pueden perjudicar a los demás acreedores indefensos, no bastando para evitar ese perjuicio la genérica referencia a los derechos del tercero de buena fe. No se entiende por qué las hipotecas deben tener mejor tratamiento que otras garantías. Se rompe el principio de igualdad que preside la Ley Concursal.

Además, la redacción es ininteligible porque no se entiende que significa mezclar la inimpugnabilidad con el derecho de separación.

ENMIENDA

De adición

Al artículo 12

Se añade un nuevo apartado en al artículo 12 con el siguiente redactado:

“1 pre (nuevo). El apartado 2 del artículo 1 de la Ley 2/1994, de 30 de marzo, de subrogación y modificación de préstamos hipotecarios, queda redactado en los siguientes términos:

2. La subrogación a que se refiere el apartado anterior será de aplicación a los contratos de préstamo hipotecario, a los créditos hipotecarios y a cualquier otro instrumento de financiación con garantía hipotecaria, cualquiera que sea la fecha de su formalización y aunque no conste en los mismos la posibilidad de amortización anticipada.”

MOTIVACIÓN:

Algunas entidades financieras ofrecen a sus clientes, en lugar de préstamos hipotecarios, créditos con garantía hipotecaria que no pueden beneficiarse de la subrogación. Aprovechando estas circunstancias algunas entidades elaboran contratos de crédito muchas veces sin informar a los clientes de las diferencias respecto a un préstamo y con características muy similares a las de éstos. Evitan así en el futuro perder el cliente con subrogaciones y pueden seguir cobrando intereses más altos que el resto de entidades. Para ello incluyen además cláusulas que excluyen expresamente la aplicación de la Ley de subrogación.
Se propone modificar la Ley 2/1994 para dar cabida en su ámbito de aplicación a los créditos hipotecarios y a cualquier otro instrumento de financiación con garantía hipotecaria.
ENMIENDA
De supresión

Al artículo 12

Se suprime el cuarto párrafo del apartado 1 del artículo 12

MOTIVACIÓN:

En las relaciones entre clientes y entidad de crédito los aspectos puramente económicos del préstamo hipotecario no tienen por qué jugar un papel decisivo. Pueden existir otras ventajas económicas indirectas y de atención o trato que aconsejen cambiar de entidad financiera. Por ello, se propone suprimir el derecho de enervar (impedir) la subrogación que hoy no cumple ninguna función.

ENMIENDA

De modificación

Al artículo 12

El quinto párrafo del apartado 1 del artículo 12 queda redactado en los siguientes términos:

“Para que la subrogación surta efectos, bastará que la entidad subrogada declare en la misma escritura haber pagado a la acreedora la cantidad acreditada por ésta por capital pendiente e intereses y comisiones devengadas y no satisfechas. Se incorporará a la escritura un resguardo de la operación bancaria realizada con tal finalidad, en el que se hará indicación expresa que se efectúa a tal efecto. El notario autorizante verificará la existencia de dicho documento bancario justificativo del pago a la entidad acreedora originaria.”
MOTIVACIÓN:

En coherencia con la enmienda anterior, donde se propone suprimir el derecho de enervar (impedir) la subrogación que hoy no cumple ninguna función.

ENMIENDA
De adición

Se crea un nuevo capítulo con el siguiente redactado:

“CAPÍTULO VI bis

Límites al sobreendeudamiento familiar
Artículo 12 bis. Modificación de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario.

Se crea una nueva sección en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario con el siguiente tenor literal:

Sección IV bis. LÍMITES AL SOBREENDEUDAMIENTO FAMILIAR

Artículo veinticinco bis. 

1.- Las operaciones de préstamo a que se refiere esta Ley cuando tengan por finalidad financiar, con garantía de hipoteca inmobiliaria, la construcción, rehabilitación y adquisición de viviendas no podrá concederse por las entidades referidas en la Sección I de esta Ley: 

- desde la entrada en vigor de esta Ley hasta el 31 de diciembre del año 2007 por un plazo de amortización superior a los 25 años.
- desde el 1 de enero del 2008 hasta el 31 de diciembre del 2008 por un plazo de amortización superior a los 20 años.

- a partir del 1 de enero del 2009 por un plazo de amortización superior a los 15 años.

2.- Las referidas operaciones de préstamo no podrán concederse por las citadas entidades: 

- desde la entrada en vigor de esta Ley hasta el 31 de diciembre del año 2007 cuando el pago mensual conjunto de intereses y devolución del principal supere el 40% de los ingresos personales o familiares de los obligados en las operaciones de crédito hipotecario.

- desde el 1 de enero del 2008 hasta el 31 de diciembre del 2008 cuando el pago mensual conjunto de intereses y devolución del principal supere el 35% de los ingresos personales o familiares de los obligados en las operaciones de crédito hipotecario.

- a partir del 1 de enero del 2009 cuando el pago mensual conjunto de intereses y devolución del principal supere el 30% de los ingresos personales o familiares de los obligados en las operaciones de crédito hipotecario.

Artículo veinticinco ter.
Reglamentariamente se desarrollará el régimen normativo de las medidas reguladas en el artículo anterior contra el sobreendeudamiento hipotecario familiar.”
MOTIVACIÓN:

En la actual coyuntura económica el crédito hipotecario para la financiación de la compra de vivienda sin límite legal alguno está cebando una espiral inflacionista de los precios de este bien. Dado que la vivienda es, además de un bien económico, el soporte físico del ejercicio de un derecho constitucional de evidentes implicaciones sociales, entendemos necesario tomar medidas para, a corto plazo, evitar el sobreendeudamiento hipotecario de las personas y familias, así como a medio plazo frenar el incremento de los precios de la vivienda libre o de mercado.

Ciertamente esta medida no se puede entender de forma aislada y debería de ir acompañada de otra política fiscal en relación a la vivienda (que primara el alquiler frente a la compra, la vivienda protegida frente a la vivienda de mercado y la movilización de vivienda vacía), de una política legislativa diferente en materia de suelo (que propiciara sede autonómica, dado que son las CCAA las competentes legislativamente en esta materia, la existencia de elevadas reservas de suelo para vivienda protegida), así como por políticas públicas que incrementaran el parque de vivienda protegida, el alquiler social y la movilización de la vivienda vacía hacia el alquiler.

De la misma manera, no será posible hacer de la vivienda un derecho constitucional real, y no meramente formal, sin una reforma de la financiación de las Corporaciones Locales y, no lo neguemos, de la propia financiación de los partidos políticos.

Todo este conjunto de medidas harían de España un país más “centroeuropeo o escandinavo” en materia de vivienda. Ninguna de las medidas por sí sola tiene capacidad de hacer la vivienda, un derecho constitucional, accesible y digna a la ciudadanía. Pero todas ellas, de forma conjunta, sí que pueden tener esta virtualidad.

Dicho todo lo anterior, la existencia de límites legales al crédito hipotecario es una de las medidas angulares sobre las que debe descansar una nueva política de vivienda en España.
ENMIENDA
De modificación

A la disposición adicional primera

El apartado 4 de la disposición adicional primera queda redactado en los siguientes términos:

“4. En el marco del régimen de transparencia y protección de la clientela, el Ministerio de Economía y Hacienda establecerá las condiciones, forma y requisitos para suministrar servicios de asesoramiento a los solicitantes de hipotecas inversas teniendo en cuenta la situación financiera del solicitante y los riesgos económicos derivados de la suscripción de este producto.”

MOTIVACIÓN:

La referencia, con relación a la hipoteca inversa, al Defensor del Cliente como servicio de asesoramiento independiente es excesiva, cuando es nombrado por la entidad financiera y pagado por ésta. Es preferible que sea el Ministerio de Economía y Hacienda quien establezca los mecanismos de asesoramiento.
ENMIENDA
De adición

A la disposición adicional primera

Se añade al final del apartado 5 de la disposición adicional primera, después de un punto y seguido, un texto con el siguiente redactado:
“. El acreedor no podrá reclamar a los herederos sobre otros elementos del patrimonio de éstos distintos a dicha vivienda.”

MOTIVACIÓN:

Facilitar a las personas mayores que puedan constituir hipotecas inversas sin oposición de sus herederos y para proteger el patrimonio familiar de estos últimos.
ENMIENDA

De modificación

A la disposición adicional primera

El apartado 6 de la disposición adicional primera queda redactado en los siguientes términos:

“6. Independientemente del momento de vencimiento que conste en el contrato de préstamo o crédito hipotecario, la deuda sólo será exigible por el acreedor y la garantía ejecutable cuando fallezca el prestatario, sin perjuicio de que la deuda siga acumulando intereses, siempre y cuando se cumplan las condiciones contractuales.
En tanto siga vigente el préstamo o crédito hipotecario a que se refiere esta disposición, el prestatario podrá disponer del inmueble hipotecado, previa comunicación a la entidad prestataria o acreedora, siempre y cuando mantenga el usufructo o derecho de uso y habitación vitalicio sobre la vivienda que constituye la garantía de la hipoteca.”
MOTIVACIÓN:

Proteger los derechos de las personas mayores que suscriban una hipoteca inversa evitando que, dada su posición de mayor debilidad, se puedan ver privadas de su vivienda habitual por cualquier situación o presión familiar o del entorno económico.
ENMIENDA
De adición

A la disposición adicional primera

En el apartado 7 de la disposición adicional primera se añade al final del texto, después de una coma, la expresión “, cuando los ingresos anuales del prestatario, computados en los términos establecidos en la legislación fiscal, sean inferiores al triple de la pensión de jubilación mínima contributiva en términos anuales.”
MOTIVACIÓN:

Por razones de justicia distributiva las exenciones sólo deben aplicarse a las personas que lo necesiten.

ENMIENDA

De adición

Se añade una nueva disposición adicional con el siguiente redactado:

“Disposición adicional (nueva). Subsidiación de tipos de interés hipotecarios.

1. El Gobierno realizará una política de subsidiación de cómo máximo hasta un punto de los tipos de interés hipotecarios, siempre que éstos hubieran subido por encima del tipo inicial de partida en el momento de constitución de la hipoteca por parte del comprador en más de medio punto.

2. Esta política de subsidiación de los tipos de interés hipotecarios irá destinada a aquellas unidades familiares de escasos medios económicos y cuyo único patrimonio sea su vivienda habitual y ésta se encuentre hipotecada, y en su conjunto obtengan mensualmente de forma exclusiva rentas medias salariales por cuenta ajena inferiores a tres veces el Salario Mínimo Interprofesional.

3. Esta política de subsidiación de tipos de interés hipotecarios se aplicará en colaboración con las Comunidades Autónomas y Ayuntamientos de acuerdo con sus competencias en materia de vivienda, urbanismo y suelo.”

MOTIVACIÓN:

Necesidad de paliar en la medida de lo posible situaciones negativas producidas por los excesivos aumentos en el coste hipotecario derivadas del aumento del euribor, a aquellas unidades familiares de escasos medios económicos y cuyo único patrimonio sea su vivienda habitual y ésta se encuentre hipotecada.
ENMIENDA
De adición

Se añade una nueva disposición transitoria con el siguiente redactado:

“Disposición transitoria (nueva). Regulación de las empresas de refinanciación y reunificación de créditos.
1. En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales un proyecto de Ley para la regulación de las empresas dedicadas a la refinanciación y a la reunificación de créditos, con las mismas exigencias y condiciones de protección del consumidor que las entidades financieras. 
2. Se explicitará la obligatoriedad de que en los locales, mesas de atención al público, contratos y en toda la documentación y exposición hacia sus clientes o al público en general, quede acreditado el carácter y la definición de estas empresas.
3. Se recomendará a las entidades financieras que asuman el esfuerzo de reunificar los créditos de los clientes que así lo soliciten cobrando comisiones de gestión y tipos de interés adecuados.

4. Se apoyará, con el concurso de las distintas Administraciones Públicas y en especial a través de las oficinas municipales de información al consumidor, el proceso de información para proceder a la reunificación de créditos.”
MOTIVACIÓN:

La subida de los tipos de interés y la situación financiera en la que se encuentran muchos hogares, con la obligación de destinar un alto porcentaje de los ingresos al pago de créditos en especial hipotecarios, está originando que un gran número de familias empiecen a tener problemas para llegar a final de mes. 

El escaso esfuerzo que realizan tanto los Bancos como las Cajas de Ahorro para facilitar la reunificación de los distintos créditos que tengan sus clientes en uno sólo cobrando tipos de interés adecuados, ha favorecido la proliferación de un tipo de empresas dedicadas a gestionar la reunificación o refinanciación de deudas que están conformando un sector opaco y no regulado al no encontrarse sujetas a ningún tipo de regulación. Empresas que nadie sabe su número exacto, pero que han adquirido ya una enorme dimensión cifrada por el propio sector en cerca de 8.000 establecimientos en nuestro país, la mayoría franquicias de unas 100 marcas diferentes. En 2006 se calcula que tramitaron en torno a 100.000 préstamos, fundamentalmente hipotecas, lo que supondría en torno al 8% de todos los créditos hipotecarios. 

Como ejemplo de empresa de este sector podríamos citar a la empresa Credit Services, empresa especialmente agresiva en su afán de aparentar lo que no es haciendo que sus oficinas tengan toda la apariencia de una entidad financiera mediante la incorporación incluso de cajeros automáticos, la exposición en las fachadas de sus oficinas de términos como “inversión”, e incluso de ofertas concretas en su página web tales como “invierta con total seguridad al 15%”. Hechos que detectó y denunció desde el primer día, con todos los medios a su alcance,  la Asociación de Consumidores y Usuarios (Ausbank Consumo), ya que sin duda este conjunto de actitudes podía inducir a engaño a los consumidores y por tanto las autoridades competentes deberían actuar al respecto. 

En suma, este tipo de empresas a través de campañas publicitarias agresivas y engañosas intentan convencer a los ciudadanos de los beneficios que conlleva unificar los distintos pagos que tengan en uno solo, aunque la realidad sea muy diferente ya que el cliente verá como se le multiplican los gastos y se le cobran desorbitadas comisiones, eso sí, a cambio de pagar unas cuotas mensuales inferiores pero durante una mayor cantidad de tiempo, lo que al final se traducirá en un encarecimiento del préstamo.

Pero además, el limbo legal en el que se mueven estas empresas puede derivar en realización de prácticas dudosas, ya que al no captar depósitos de los clientes, como hacen bancos y cajas, no están regulados por el Banco de España, recayendo en la actualidad sobre ellas las ambiguas leyes de consumo que son competencia de las Comunidades Autónomas.

Tanto desde la Administración Central a través del Defensor del Pueblo, como de las patronales financieras (AEB y AHI), ya se ha comunicado al Gobierno que la no regulación de estas empresas puede dar lugar a un problema de enorme magnitud en poco tiempo, solicitando que el Banco de España regule el sector y que los intermediarios tengan las mismas exigencias y condiciones de protección del consumidor que los bancos.

Por su parte, el Defensor del Pueblo anunció el pasado 12 de enero que había abierto una investigación de oficio sobre estas empresas, cuya actividad es difícil de describir, ante el Ministerio de Economía y ante la falta de cualquier control administrativo, solicitando un estricto régimen para este mercado al haber captado un  importante número de deudas, con el posible efecto correspondiente sobre la seguridad económica de muchas familias y pymes. 

Para el Defensor del Pueblo, estas empresas funcionan como una empresa convencional sin que su actividad se sujete a ningún control administrativo, a pesar de que se deberían encuadrar dentro de aquellas de carácter financiero, dado que se dedican a la refinanciación de deudas mediante el aglutinamiento en un préstamo único de todas las deudas del cliente con otras entidades financieras. Es decir,  realizan la misma actividad que cualquier banco o caja excepto la de depósito, con la diferencia fundamental de que su actividad carece de cualquier control administrativo que la sujete a las mismas condiciones que dichas entidades financieras tienen en relación con los usuarios-clientes.

En el mismo sentido, la Dirección de Consumo y Seguridad Industrial del Gobierno Vasco considera que estas empresas deben ser controladas por el Banco de España con el fin de garantizar los derechos de las personas consumidoras, entendiendo que delegar esta responsabilidad en las autoridades de Consumo de las CC.AA., que carecen de capacidad y especialización para enfrentarse al problema, no puede ser la solución. Para esta Dirección sólo la supervisión por parte del Banco de España, como la que ejerce sobre la banca tradicional, puede garantizar la transparencia de las operaciones y evitar cláusulas y comisiones abusivas

A fin de evitar posibles crisis y escándalos sería necesario que se procediera a regular y supervisar la actividad de este tipo de empresas que, al no ser entidades de crédito, en principio no se deben encontrar sujetas a los postulados del Ministerio de Economía y Hacienda, pero sobre los que el Ministerio de Sanidad y Consumo tampoco ejerce ningún control, permitiendo con ello que dichas empresas se aprovechen de la situación desesperada de muchos ciudadanos y que realicen una actividad pseudobancaria al margen de la completa normativa de protección a los consumidores de servicios financieros, aparte de que se puedan estar usando como tapadera para la práctica de la usura y del blanqueo de capitales. 

Por último, y en relación al párrafo anterior a la hora de proceder a la regulación de este sector, quizás se debería tener en cuenta que de regularse por el área financiera (Ministerio de Economía y Banco de España) podría implicar que se diera entrada por la “puerta grande” o se equiparara a las empresas de este sector con las pertenecientes al sistema financiero regular que operan bajo las normas de las autoridades económicas y la supervisión del Banco de España.
ENMIENDA
De adición

Se añade una nueva disposición final con el siguiente redactado:

“Disposición final (nueva). Modificación de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.
Uno. Se añade un nuevo artículo en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios con el siguiente redactado:
Artículo duodécimo bis. 

En los contratos de compraventa, promesa u opción de compra o permuta así como los de construcción, que tengan por objeto una vivienda, se otorguen mediante documento privado y cuya parte compradora o comitente sean personas físicas, dispondrán estas últimas de un plazo de reflexión o reconsideración de quince días hábiles a contar desde la fecha efectiva de la firma del documento, en cuyo término podrán desistir unilateralmente del contrato sin necesidad de alegar causa o motivo alguno, a cuyo efecto deberán dirigir comunicación expresa y por escrito en tal sentido al domicilio del vendedor, contratista, mandatario, intermediario o representante que figure en el documento, por cualquiera de los medios utilizados habitualmente para acreditar la remisión o entrega.
La parte vendedora o contratista deberá reintegrar al comprador, promitente comprador o comitente la totalidad de los importes y pagos recibidos en concepto de precio, pago a cuenta, paga y señal, arras o similar, tanto si son penales como confirmatorias, de una sola vez y sin descuento, cargo ni comisión alguna, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción del comunicado, incurriendo en mora a partir de dicho término sin necesidad de nuevo requerimiento.
Este derecho de desistimiento unilateral no será renunciable en ningún caso ni en el propio contrato ni en documento o pacto posterior y a su ejercicio no le serán de aplicación lo que se haya pactado para el supuesto de incumplimiento o resolución unilateral o anticipada del contrato.
Dos. El número 3 de la disposición adicional primera de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios queda redactado en los siguientes términos:

3. La vinculación incondicionada del consumidor al contrato aun cuando el profesional no hubiera cumplido con sus obligaciones, o la imposición de una indemnización desproporcionadamente alta, al consumidor que no cumpla sus obligaciones. En particular, la imposición al consumidor en concepto de intereses moratorios de una indemnización superior a la pactada en concepto de intereses remuneratorios.
Tres. El número 18 de la disposición adicional primera de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios queda redactado en los siguientes términos:

18. La imposición de garantías desproporcionadas al riesgo asumido. Se presumirá que no existe desproporción en los contratos de financiación o de garantías pactadas por entidades financieras que se ajusten a su normativa específica. En particular, la imposición al consumidor de garantías en forma de aval, fianza u otras como seguros de amortización a favor del acreedor hipotecario que por razón de la cuantía ya garantizada en forma hipotecaria con la vivienda no suponga una mayor seguridad en el préstamo o crédito para el acreedor hipotecario.
Cuatro. El número 23 de la disposición adicional primera de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios queda redactado en los siguientes términos:

23. La imposición al consumidor de bienes y servicios complementarios o accesorios no solicitados. En particular, la imposición al consumidor de comisiones o gastos por el estudio o concesión de un préstamo hipotecario.”
MOTIVACIÓN:

La modificación que se propone en el apartado uno pretende proteger a los compradores y comitentes en operaciones inmobiliarias que tengan por objeto la vivienda, como derecho fundamental, ante operaciones en documento privado sin intervención de fedatario público ni garantía de asesoramiento jurídico, ante posibles operaciones precipitadas, sin la correcta información o ante la posibilidad de presiones, engaños o actuaciones similares, en operaciones de gran trascendencia que pueden comprometer el patrimonio familiar o afectar a la seguridad jurídica. En la legislación comparada existen medidas similares, como también en la compra de otros bienes y servicios de menor trascendencia económica. 

La modificación propuesta en el apartado dos pretende hacer frente a los excesivos intereses moratorios en los préstamos hipotecarios. Los daños que pueda sufrir una entidad financiera en caso de morosidad no son otros que los producidos como consecuencia de la pérdida del capital y los intereses remuneratorios, aspectos perfectamente garantizados con la hipoteca. Por ello no es lógico que los intereses moratorios sean más elevados que los puramente remuneratorios. De acuerdo con la Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de junio de 1993, el interés moratorio tiene por objeto “indemnizar al acreedor impagado el lucro cesante, dándole lo que hubiera podido obtener en circunstancias normales de la cantidad líquida que se le adeuda”.

La modificación propuesta en el apartado tres (que hace referencia a las cláusulas abusivas sobre garantías) responde a la desproporción en las garantías exigidas al consumidor en la contratación de un préstamo hipotecario. En estas operaciones es bastante frecuente que la entidad de crédito, además de la constitución de hipoteca y de su respectivo seguro de incendios así como de las garantías personales legalmente establecidas en el Código Civil, exija al consumidor garantías personales accesorias en forma de avales o seguros de vida a favor de la entidad. Puede suponer un abuso la exigencia de garantías adicionales en el caso de operaciones garantizadas con primera hipoteca, siempre y cuando el bien hipotecado cubra suficientemente el préstamo de acuerdo con las normas legales. La hipoteca ya representa suficiente seguridad contra la insolvencia, de ahí que la exigencia por contrato de una pluralidad de garantías no confiere mayor seguridad al acreedor, si bien ello es a costa de mayor carga financiera para el consumidor que soporta un gasto innecesario e inútil. Además, muchas entidades de crédito ofrecen seguros de vida u otros de entidades aseguradoras que pertenecen al mismo grupo empresarial, de tal forma que el enriquecimiento de la entidad a costa del consumidor es doble e injustificado.
La modificación propuesta en el apartado cuatro hace referencia a los costes de contratación de un préstamo hipotecario a través de servicios ficticios. Es el caso de las llamadas “comisiones de apertura” por gastos de estudio. Estos gastos van dirigidos a la ordenación del propio negocio de la entidad de crédito y del riesgo inherente al desarrollo de tal actividad. Las “comisiones de apertura”, que en realidad únicamente integran los llamados gastos de estudio, sólo interesan a la entidad financiera para evitar posibles riesgos de impago. Este interés exclusivo para la entidad se demuestra por el hecho de que sólo se cobra a los clientes cuando se concede el préstamo paro no cuando se deniega. La entidad no presta ningún servicio al cliente.
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